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Capítulo I Introducción


 El 22 de diciembre de 2004 el Congreso de los Diputados aprobó por unanimidad la Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. Aquella norma supuso, sin duda, un profundo cambio en el tratamiento legal del fenómeno de la violencia de género.

Han pasado más de quince años de aquella fecha y, durante este período, se han aprobado numerosísimas reformas procesales y sustantivas que han afectado directamente a la respuesta jurídica frente a la violencia de género. El Código Penal ha incorporado nuevas figuras delictivas como el delito de hostigamiento o el matrimonio forzado. Se han ampliado las competencias de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer para conocer en el orden penal de la instrucción de más delitos. Los derechos del investigado han sufrido importantes cambios para adaptarse a la normativa de la Unión Europea. Se ha reforzado la protección de las víctimas mediante el reconocimiento de un exhaustivo catálogo de derechos que pueden ejercitarse en las distintas fases del proceso penal.

Por otro lado, el Tribunal Supremo y las Audiencias Provinciales han ido perfilando numerosos aspectos que tenían una indudable trascendencia práctica en el quehacer diario de los Tribunales. La dispensa de declarar, el valor del consentimiento de la víctima o la competencia territorial en los delitos de violencia de género son solo algunos ejemplos de cuestiones que planteaban serias interpretativas y que requerían unificación de criterios en aras de la seguridad jurídica.

A medida que se han sucedido las reformas legales y los cambios interpretativos de la jurisprudencia, el joven abogado (o, también el menos joven, pero con ganas de profundizar en la materia), siente la necesidad de buscar un texto de referencia que le brinde las herramientas necesarias para enfrentarse con garantías de éxito a un proceso civil o penal relacionado con la violencia de género.

Este Manual quiere servir a este propósito y constituirse en un compendio ameno, accesible y práctico que permita al profesional responder a las preguntas más acuciantes que se le plantean en esta materia. ¿Dónde puedo solicitar una orden de protección? ¿Cómo debo enfocar la declaración del acusado? ¿Qué elementos integran el nuevo delito de hostigamiento? ¿Pueden las menores de edad acogerse a la dispensa de declarar? ¿Qué pasa si mi cliente reconoce los hechos? ¿Se infringe una prohibición de comunicación cuando se hacen llamadas perdidas a la víctima? ¿Cuándo debo presentar una demanda de divorcio ante un Juzgado de Violencia sobre la Mujer? ¿Cómo se desarrolla la vista para adoptar medidas provisionales? ¿De qué manera puedo solicitar la modificación de las medidas que se acordaron en la sentencia de divorcio?

Este Manual pretende responder a éstas y otras preguntas que, seguramente, muchos abogados se hayan planteado a la hora de abordar un proceso relacionado con la violencia de género.

Para lograr este propósito, hemos estructurado el Manual en tres partes claramente diferenciadas.

La primera parte —que comprende los Capítulos III a VI— constituye una introducción para que el abogado conozca a fondo los conceptos básicos en materia de violencia de género. Es cierto que el Manual forma parte de una colección de libros que hace referencia a las actuaciones en «Sala», es decir, aquellas que se producen en las sesiones de juicio o vista ante el Tribunal sentenciador. Sin embargo, si nos hubiéramos limitado a este cometido habríamos dejado incompleta la obra. No se concibe un volumen sobre violencia de género que no analice determinados aspectos como es el ámbito de aplicación de la LO 1/2004 o que no estudie los delitos más frecuentes ante estos Tribunales. Tampoco podíamos obviar otros aspectos de indudable trascendencia práctica como son los derechos de las mujeres víctimas de estos delitos que también se detallan en este Manual.

La segunda parte —que comprende los Capítulos VII a XIV— está dedicado a las actuaciones en Sala penal. Tras analizar las competencias penales de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, nos adentramos en el estudio de las diferentes actuaciones a las que el abogado —ya defienda a la víctima, ya al investigado— se tendrá que enfrentar cuando asuma encargos relacionados con esta materia. Nuestro propósito no es más que poner al alcance del abogado una guía práctica que le facilite entre otras cuestiones, una visión completa del desarrollo de la declaración del investigado, o de una comparecencia para adoptar una orden de protección o del interrogatorio de un testigo en el juicio oral, entre otras actuaciones en Sala.

La tercera parte —que abarca los Capítulos XV a XXIII— tiene por objeto el análisis de los procesos civiles más frecuentes que se tramitan en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Dado que la violencia de género suscita manifestaciones que tienen repercusión tanto en el orden penal (comisión de un delito) como en el ámbito civil (divorcio, régimen de visitas, alimentos, pensión compensatoria, etc.), la LO 1/2004 consideró adecuado atribuir a estos órganos judiciales competencias también en el Orden Civil para efectuar un tratamiento integral de la materia a fin de garantizar la protección de la víctima. Por tal motivo, analizamos en cuatro capítulos diferenciados las medidas provisionales, el proceso contencioso y de mutuo acuerdo, así como el proceso de modificación de medidas. Tras ello, estudiamos la forma de practicar los medios de prueba en estos juicios civiles.

Todos los Capítulos finalizan con una selección de los artículos de la normativa aplicable (Ley de Enjuiciamiento Criminal, Código Penal, Ley de Enjuiciamiento Civil, etc.) sobre el tema tratado y de la jurisprudencia más relevante sobre la materia. De esta manera, el abogado tendrá un acceso fácil y directo al material sin necesidad de realizar farragosas búsquedas en Códigos comentados o en bases de datos.







Capítulo II Antes, durante y después de la vista


 PARA FORMAR EL TRIBUNAL

A los todos los miembros que forman la Sala y para todas las vistas.

ANTES…

— La Sala no es un vestuario. Entre con la toga puesta y no se la ponga ni termine de ponérsela dentro de la Sala. El Juez, el Letrado de la Administración de Justicia (LAJ) y el Fiscal ya se encuentran togados cuando entran los abogados y procuradores.

— Cuide la vestimenta que porta bajo la toga. No cabe duda, queda antiestética la visión de camisas de colores estridentes o pañuelos y corbatas chillonas. Ya sabemos que carece de relevancia a efectos jurídicos, desde luego. Pero se trata simplemente de proporcionar una visión del tribunal más agradable, estética y placentera. Esto va dirigido a toda persona de buen gusto, claro está; los otros ni se percatan... o les parecerá absurda la indicación y se la pueden saltar sin consecuencia jurídica alguna.

— Debemos entrar a la Sala con seguridad, cortesía y amabilidad, saludando a todos los presentes y mostrando una leve sonrisa. Es la primera impresión que de nosotros se va a llevar el Juez y el Letrado de la Administración de Justicia, si está presente, y aunque en nada influirá para ganar o perder el pleito, siempre es importante dar una buena imagen, lo mismo que en otras circunstancias de la vida.

— La Sala no es una cafetería ni está usted allí entre amigos (aunque así fuese). Por tanto, olvide el coloquial «hola» y entre diciendo un sonoro y enérgico «buenos días» o «buenas tardes», según proceda.

— Controle sus nervios. Es muy frecuente que «la Sala» altere la templanza que todo abogado debe mostrar y es normal que estemos nerviosos y deseemos que ocurra cualquier cosa que evite la vista, sobre todo cuando celebramos nuestros primeros juicios. El peor momento está por llegar y es aquel en el que debemos empezar a hablar, cuando oímos: «Sr. Letrado, tiene la palabra…». Por ese motivo es muy recomendable que llevemos bien preparados y memorizados (ya sabemos que no se puede leer en Sala) los primeros dos o tres párrafos de cada intervención, de forma que nuestras palabras fluyan de forma automática y «espontánea» y continúen de manera convincente.

DURANTE…

Si tenemos facilidad de palabra y experiencia en hablar en público, todo será mucho más sencillo; de lo contrario, sería recomendable asistir a algún curso sobre oratoria.

En todo caso, vamos a dar aquí unas breves directrices:

1.º) La postura: inclinado levemente hacia delante, apoyado en la mesa. Tenemos que dar una sensación de seguridad y esa postura es la más indicada para ello. Como dice el abogado Jordi Estadella, en uno de sus libros: «el Letrado debe adoptar en sala la misma postura que el jinete sobre su caballo». Nos parece un símil muy afortunado.

2.º) Llevar siempre agua, por si acaso: evita la sequedad de garganta que en muchas ocasiones provocan los nervios y conquista una pequeña tregua para nuestro cerebro, unos segundos en los que éste alcanza una cierta calma que nos sirve para reorganizar los argumentos y la forma en la que debemos proseguir nuestra exposición.

Ahora bien, debe beber agua de forma correcta. Lleve un vaso de plástico (no beba a morro de la botella, ya hemos quedado que no estamos en una cantina). La bebida sólo puede ser agua, por supuesto; no es correcto tomar refrescos en la Sala. Y será mejor no dejar nuestra botellita encima de la mesa; hay que guardarla en nuestro maletín y sacarla únicamente en el caso de que sea necesario rellenar el vaso.

3.º) Mantenga la compostura: no pegue golpecitos con el bolígrafo encima de la mesa, mantenga la espalda erguida, no se sujete la cabeza, no se arremangue la toga enseñando los codos (más habitual en las señoras que llevan una toga cuatro tallas por encima de la suya).

4.º) No deje el bolso o el maletín encima de la mesa: cuélguelo en su silla, póngalo en el suelo, sobre otra silla cercana, etc. La visión del objeto sobre la mesa, sobre todo si es de grandes dimensiones, puede llegar a entorpecer la visión del tribunal.

5.º) Cuando hable debe conseguir que su mensaje se transmita con claridad a los oyentes. Para eso deberemos ser lo más breves y concisos que sea posible y recalcar aquello que nos parezca más importante.

Una buena forma de captar la atención del interlocutor es hacer una pequeña pausa justo antes de aquellas palabras que consideremos claves para el éxito de nuestra exposición. Hable lo suficientemente alto para que le oiga todo el tribunal y para que sus palabras sean grabadas correctamente, y no se tape la boca porque se le entenderá mal, además de ser un signo de inseguridad.

6.º) No se le ocurra tutear a nadie, ni siquiera a su cliente (amigo o familiar, en ocasiones) durante cualquier interrogatorio.

7.º) Dirija la mirada a la persona debida cuando hable: al Juez, al Fiscal o al Letrado de la Administración de Justicia cuando esté manifestando cuestiones del interés de éstos; si está en su turno de interrogar, diríjase al interrogado. En las conclusiones háblele al Juez, es la persona a quien tiene que convencer; no mire e increpe a su compañero que en ese momento hace el papel de su contrario.

8.º) No se le ocurra mascar chicle (es innecesario explicar los motivos) (1) .

9.º) No hable superponiéndose al Juez que dirija la vista, al Fiscal, ni al compañero que está exponiendo.

10.º) Formule respetuosa protesta por la prueba inadmitida, sin que deba utilizarse el coloquial «protesto».

DESPUÉS…

1.º) Despídase de la misma forma en la que entró, con un «buenos días», y olvide el coloquial «adiós».

2.º) Si da la mano al Juez, no olvide darla también al Fiscal, a su compañero y, sobre todo, al Letrado de la Administración de Justicia (olvido, aunque involuntario, demasiado frecuente). Debe saludar de la misma forma a todo el tribunal pues tan importante y persona son unos como los otros.

3.º) No se quite la toga hasta que esté fuera de la Sala. Ya hemos dicho que la Sala no es un vestuario.

4.º) No se ponga a charlar con el Procurador ni con el cliente en la Sala, ni haga comentarios en alto respecto al desarrollo de la vista.

PARA EL RESTO DE INTERVINIENTES

El abogado tiene la obligación de advertir a su cliente y a sus testigos (los peritos se supone que ya entran advertidos por su propia experiencia) de las pautas de comportamiento que deben mostrar ante el tribunal que se examinan con minuciosidad en el libro «Guía de Comportamiento en las actuaciones judiciales» de esta misma editorial.
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	 (1) 

	Para profundizar en este tema, véase el libro Guía de comportamiento en las actuaciones judiciales, de la misma autora (Editorial La Ley, 2007), donde se habla del comportamiento dentro de la Sala. El particular que acude al juzgado no sabe la forma en que debe comportarse y es una obligación de su abogado asesorarle también sobre estos puntos.
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Primera parte ¿Qué es la violencia de género?






Capítulo III Concepto y ámbito de aplicación


 1.  INTRODUCCIÓN

La violencia de género constituye, sin duda, un fenómeno complejo que puede analizarse desde múltiples puntos de vista.

Dada la vocación práctica de este Manual enfocado a ofrecer una guía a los profesionales para abordar con éxito los principales problemas sustantivos y procesales asociados a la violencia de género, hemos considerado conveniente efectuar una breve introducción a la violencia de género para analizar tres cuestiones fundamentales:


	
—  Examinar el concepto de violencia de género y sus principales características.

	
—  Definir su ámbito de aplicación.

	
—  Analizar los medios a través de las cuales la normativa vigente permite acreditar situaciones de violencia de género.



2.  CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS

EL artículo 1.1 de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género establece que el objetivo de la norma «es actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia».

Como se puede advertir, la norma menciona tres aspectos fundamentales:


	
1)  Que la víctima de dicha violencia es la mujer.

	
2)  Que la causa de dicha violencia está relacionada con el proceso de socialización del varón al que históricamente se le ha asignado un papel preponderante en la vida social, cultural y económica en detrimento del desarrollo de la mujer.

	
3)  Que la finalidad de la violencia que ejerce el hombre sobre la mujer sería una forma de perpetuar el poder masculino y el sistema de valores del patriarcado.



En la actualidad existe un amplio consenso para prescindir del elemento intencional de la violencia de género y englobar dentro del mismo cualquier agresión a la mujer por el solo hecho de serlo.

Este criterio se encuentra inspirado en el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica de 11 de mayo de 2011, conocido como «Convenio de Estambul». En el artículo 3, letra a, se acoge este planteamiento al definir la violencia contra las mujeres como «una violación de los derechos humanos y una forma de discriminación contra las mujeres, y designará todos los actos de violencia basados en el género que implican o pueden implicar para las mujeres daños o sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica o económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada».

La doctrina considera que la violencia de género presenta un origen, características y consecuencias diferentes a otras formas de violencia, entre ellas, la que se ejerce en el ámbito familiar, también llamada «violencia doméstica». A tal efecto, podríamos resumir las siguientes características:


	
—  Se trata de una violencia ejercida por los hombres contra las mujeres. El género del agresor y de la víctima se encuentra íntimamente ligado a la explicación de dicha violencia que pretende, en definitiva, mantener el control y dominio sobre las mujeres.

	
—  Deriva de la situación de desigualdad histórica entre hombres y mujeres. Cuanta más desigualdad ha existido en el reparto de funciones y responsabilidades, mayor desequilibrio se ha producido en la participación de la mujer en la toma de decisiones.

	
—  Está relacionada con el proceso de socialización del varón y la construcción de su identidad (activo, fuerte, importante, dominador, viril) que le ha llevado a desplegar dichas actitudes machistas para autoafirmarse en su condición.

	
—  Tiene un carácter instrumental porque la violencia contra las mujeres se configura como una herramienta de dominación y control social cuya finalidad última es mantener el poder masculino. No pretende romper lazos con la mujer, sino obligarla a que adecúe su comportamiento a las exigencias del varón en el ámbito sexual, familiar, social o laboral.

	
—  Se trata de una violencia estructural e institucional por cuanto afecta a todas las clases sociales y puede surgir en cualquier etapa del ciclo vital. A diferencia de otras formas de violencia, no es un fenómeno aislado y puntual, sino más bien transversal que afecta al conjunto de la sociedad.

	
—  Constituye una violencia aprendida, fruto de un determinado proceso de socialización del varón en el que tiene una influencia decisiva la convivencia con los modos violentos y despreciativos de tratar a las mujeres.

	
—  Provoca graves consecuencias en las mujeres víctimas dado que anula su personalidad, genera una fuerte dependencia emocional y, en las formas más graves, la víctima llega a justificar los comportamientos violentos para perpetuar la «unión traumática» con el agresor.

	
—  Tiene múltiples manifestaciones entre las que podemos citar el feminicidio, los atentados contra la libertad sexual, la mutilación genital, el ciberacoso, el matrimonio forzado, la violencia psicológica o la trata de mujeres con fines de explotación sexual o laboral.



3.  ÁMBITO DE APLICACIÓN

La violencia de género se comete por un hombre contra una mujer.

El artículo 1 LO 1/2004, de 28 de diciembre, exige que entre el agresor y la víctima exista cualquier de las siguientes relaciones:


	
—  Sea o haya sido el cónyuge del agresor.

	
—  Esté o haya estado unida al agresor por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia.



En el caso de existir o haber existido relación matrimonial, no se plantean problemas para fijar el ámbito de aplicación pues bastará acreditar la existencia del matrimonio o, en su caso, la nulidad, separación o divorcio.

En cambio, cuando se trate de relaciones de análoga afectividad, se plantean numerosos problemas derivados de la distinta tipología de las relaciones entre las partes, máxime si tenemos en cuenta que la normativa no exige convivencia.

Esta cuestión tiene una importancia fundamental para efectuar una correcta calificación jurídica de los hechos. Piénsese, por ejemplo, en el supuesto de que un hombre y una mujer están discutiendo y, en un momento dado, aquél empuja a la mujer. Si se considera que entre ellos existe una relación de análoga afectividad, nos encontraríamos ante un delito de malos tratos en el ámbito de violencia de género tipificado en el artículo 153.1 CP y castigado con pena de prisión o trabajos en beneficio de la comunidad. Por el contrario, si se considera que no existe tal relación de afectividad entre ellos, nos encontraríamos ante un delito leve de maltrato de obra del artículo 147.3 CP castigado con pena de multa de 1 a 3 meses. Como se puede observar, existe una diferencia sustancial entre los dos supuestos y de ahí la importancia de determinar si concurre dicha relación de afectividad entre agresor y víctima.

El Tribunal Supremo ha reconocido la dificultad para delimitar el concepto de relación de análoga afectividad por la existencia de variados modelos de convivencia o proyectos de vida en común. En algunos casos, la relación de afectividad puede ser percibida por cada integrante de la pareja de distinta manera hasta el punto de que el proyecto de vida en común ni tan siquiera sea compartido por ambos protagonistas.

A pesar de la dificultad para establecer unas pautas generales en la materia, la jurisprudencia ha perfilado unos criterios entre los que podemos destacar los siguientes:


	
—  El grado de asimilación al matrimonio de la relación afectiva no debe medirse tanto por la existencia de un proyecto de vida en común, sino por la comprobación en el caso concreto de una relación personal e íntima que traspasa con nitidez los límites de la simple relación de amistad.

	
—  Para que se produzca la equiparación con la relación matrimonial resulta determinante que exista un cierto grado de compromiso o estabilidad, aun cuando no haya fidelidad ni se compartan expectativas de futuro.A este respecto, se pueden tener en cuenta cierta criterios interpretativos como el otorgamiento de contratos de arrendamientos por la pareja, existencia de cargas económicas compartidas, cambios de residencia, cuentas bancarias compartidas, etc.



	
—  No se pueden excluir a aquellas parejas que, pese a su formato no convencional, viven una relación caracterizada por su intensidad emocional, especialmente, cuando dicha intensidad, aún entendida de forma patológica, está en el origen de las agresiones.



Partiendo de estos criterios, quedan amparadas dentro del ámbito de protección de la violencia de género las siguientes situaciones:


	
—  Las relaciones de noviazgo en las que se acredite una cierta vocación de estabilidad.

	
—  Las relaciones extramatrimoniales en las que uno o incluso las dos partes están casadas con una tercera persona lo que exigirá analizar la existencia de un vínculo afectivo entre las partes (intensidad afectiva, contacto frecuente, duración temporal, etc.)

	
—  Las víctimas menores de edad. Aunque las adolescentes carezcan de un proyecto de vida en común con la pareja porque vivan con sus padres y no tengan independencia económica, están amparadas por la protección penal reforzada de violencia de género dado que, en ocasiones, sufren conductas de control, vigilancia, agresividad física o verbal, etc.



En estos casos, la competencia para investigar el delito cometido corresponde a la Fiscalía de Menores; y, la fase de audiencia o enjuiciamiento, al Juzgado de Menores (artículos 2 y 16 de la LORPM).

Por otro lado, también quedarían amparadas las mujeres transexuales en caso de haber sido agredidas por su pareja varón. Esta posibilidad se admitía en la Circular 4/2005, de 18 de julio, de la Fiscalía General del Estado relativa a los criterios de aplicación de la Ley Orgánica de Protección Integral contra la Violencia de Género. Al delimitar el ámbito de aplicación de la ley, la Fiscalía entendió que sería de aplicación «a las parejas de distinto sexo formadas por transexuales reconocidos legalmente si el agresor es el varón y la víctima la mujer».

La concesión de esta protección penal reforzada exige, en principio, que el transexual haya obtenido la rectificación registral del sexo de acuerdo con la Ley 3/2007, de 15 de marzo. Se trata de un expediente gubernativo que se tramita ante el Encargado del Registro Civil del domicilio del solicitante.

Los requisitos para que se conceda dicha rectificación son los siguientes:

— Que el solicitante haya sido diagnosticado de disforia de género.

Este extremo se acredita mediante informe de un médico o psicólogo clínico en el que se debe hacer referencia: 1) a la existencia de disonancia entre el sexo morfológico o género inicialmente inscrito y la identidad de género sentida por el solicitante o sexo psicosocial, así como la estabilidad y persistencia de esta disonancia; y 2) a la ausencia de trastornos de personalidad que pudieran influir, de forma determinante, en la existencia de la citada disonancia.

— Que el solicitante haya sido tratado médicamente durante, al menos, dos años, para acomodar sus características físicas a las correspondientes al sexo reclamado.

Este requisito se acredita mediante informe del médico colegiado bajo cuya dirección se haya realizado el tratamiento o, en su defecto, mediante informe de un médico forense especializado, si bien no será necesario cuando concurran razones de salud o edad que imposibiliten su seguimiento y se aporte certificación médica en tal sentido. No se exige que el solicitante se haya sometido a cirugía de reasignación sexual.

No obstante, la Circular 6/2011 de la Fiscalía General del Estado considera que, a pesar de que el transexual no haya tramitado el expediente para la rectificación de sexo, se le podría considerar como víctima de violencia de género cuando se acredite su condición de mujer a través de los informes médico-forense e informes psicológicos que releven su identificación permanente con el sexo femenino.

Finalmente, debe tenerse en cuenta que en el año 2015 se amplió la protección jurídica a los menores de edad como víctimas de violencia de género para garantizarles el acceso a los servicios de asistencia y apoyo, así como la adopción de medidas de protección con el objetivo de facilitar su recuperación integral.

El Punto VI de la Exposición de Motivos de la LO 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia justificaba esta reforma de la siguiente manera:

«Cualquier forma de violencia ejercida sobre un menor es injustificable. Entre ellas, es singularmente atroz la violencia que sufren quienes viven y crecen en un entorno familiar donde está presente la violencia de género. Esta forma de violencia afecta a los menores de muchas formas. En primer lugar, condicionando su bienestar y su desarrollo. En segundo lugar, causándoles serios problemas de salud. En tercer lugar, convirtiéndolos en instrumento para ejercer dominio y violencia sobre la mujer. Y, finalmente, favoreciendo la transmisión intergeneracional de estas conductas violentas sobre la mujer por parte de sus parejas o ex parejas. La exposición de los menores a esta forma de violencia en el hogar, lugar en el que precisamente deberían estar más protegidos, los convierte también en víctimas de la misma».


Dicha reforma supuso la modificación del artículo 1.2 LO 1/2004, de 28 de diciembre, para declarar que la finalidad de la ley era «prevenir, sancionar y erradicar esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o guarda y custodia, víctimas de esta violencia».

Por su parte, el artículo 10 del Estatuto de la Víctima del Delito contempló que «los hijos menores y los menores sujetos a tutela, guarda y custodia de las mujeres víctimas de violencia de género o de personas víctimas de violencia doméstica» tendrían derecho «a las medidas de asistencia y protección previstas en los Títulos I y III de esta Ley», es decir, todo lo referente a los derechos básicos y protección de las víctimas de delitos.

Por este motivo, el Juzgado de Violencia sobre la Mujer tiene competencia para instruir aquellos delitos que se hayan cometido contra los hijos de las mujeres víctimas cuando también se haya producido un acto de violencia de género (artículo 87 ter, apartado 1, letra a LOPJ). En este caso, el episodio violento debe haberse producido en unidad de acto respecto de la violencia sobre la mujer o, en su caso, tratarse de un delito conexo. Igualmente, sería competencia del Juzgado de Violencia sobre la Mujer cuando se investiga un delito de maltrato habitual del artículo 173.2 CP pues, en este caso, la protección penal se extiende a todos los miembros de la unidad familiar a los que el varón somete a un clima de dominación o terror.

Para finalizar este epígrafe, debemos mencionar aquellas situaciones que estarían excluidas del ámbito de protección de la LO 1/2004 por no reunir los requisitos establecidos en el artículo 1 y que serían las siguientes:


	
—  La violencia ejercida por un hombre hacia una mujer con la que no está unida por matrimonio o relación de afectividad de análoga significación.Dentro de este apartado se encontrarían las relaciones de mera amistad o los encuentros puntuales y esporádicos en los que el componente afectivo no ha tenido ni siquiera la oportunidad de desarrollarse y llegar a condicionar los móviles del agresor.



	
—  La violencia ejercida por la esposa o pareja contra el esposo o pareja heterosexual que será constitutiva, en su caso, de violencia doméstica.

	
—  La violencia ejercida por una mujer contra su esposa o pareja homosexual que también será constitutiva, en su caso, de violencia doméstica.



4.  FORMAS DE ACREDITACIÓN

La acreditación de la situación de violencia de género tiene una importancia fundamental para el ejercicio de los derechos específicamente reconocido en la LO 1/2004, de 28 de diciembre, y demás legislación en la materia.

Esta cuestión ha sido reformada recientemente a través del Real Decreto-Ley 9/2018, de 3 de agosto, de medidas urgentes para el desarrollo del Pacto de Estado contra la violencia de género.

En la actualidad, el artículo 23 de la LO 1/2014 establece las siguientes formas de acreditación:

• Sentencia condenatoria por delito de violencia de género.

Aunque la sentencia no sea firme, puede servir de título para acreditar la situación de violencia de género.

Como veremos en el Capítulo XI, la mayor parte de los procedimientos penales por delitos menos graves de violencia de género (maltrato de obra, amenazas, coacciones, etc.), se tramitan como Juicio Rápido.

En estos casos, si el encausado se conforma, el Juzgado de Violencia sobre la Mujer —o, en su caso, el Juzgado de Instrucción o Juzgado de Primera Instancia e Instrucción que haya asumido con carácter exclusivo los asuntos de violencia de género en el partido judicial—, dictará sentencia de conformidad.

En caso contrario, la sentencia se dictará por el Juzgado de lo Penal correspondiente.

• Orden de protección.

La orden de protección se puede definir como una medida cautelar que se adopta en el proceso penal para la protección de las víctimas de violencia de género o sus hijos.

Se contempla en el artículo 544 ter LECR y puede acordarse de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, de la víctima o de alguna persona que tenga con ella relación de parentesco.

Como analizaremos en el Capítulo IX de este Manual, la orden de protección puede incluir tanto medidas de naturaleza penal (prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima, etc.) como civil (sistema de guarda de los menores de edad, pensión de alimentos, régimen de visitas, etc.).

• Cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima.

En ocasiones, no se puede adoptar una orden de protección porque el investigado no puede ser localizado lo que impide la celebración de la comparecencia prevista en el artículo 544 ter LECR.

En este caso, se podrían adoptar otras medidas cautelares como, por ejemplo, una orden de alejamiento del artículo 544 bis LECR que, tras la reforma de 2018, también constituye un medio para acreditar la situación de violencia de género.

• Informe del Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de que la solicitante es víctima de violencia de género.

La emisión de este tipo de informes se regula en la Instrucción 2/2005 del Fiscal General del Estado sobre la acreditación por el Ministerio Fiscal de las situaciones de violencia de género.

Para que el Ministerio Fiscal emita dicho informe, se deben cumplir los siguientes requisitos: 1) haber solicitado una orden de protección y constatarse la existencia de indicios de la comisión de determinados hechos delictivos; 2) la solicitante del informe debe ser víctima de actos de violencia de género; y 3) debe apreciarse una situación objetiva de riesgo para la víctima.

Antes de la reforma realizada por el Real Decreto-Ley 9/2018, estos informes del Ministerio Fiscal revestían mayor importancia porque, de acuerdo con la redacción original del artículo 23 LO 1/2004, la acreditación de las situaciones de violencia de género solo se realizaba a través de una orden de protección. Si se concedía, por ejemplo, una orden de alejamiento del artículo 544 bis, la víctima no disfrutaba del estatuto de protección integral de carácter económico, social, laboral y administrativo característico de las víctimas de violencia de género.

En la actualidad, este medio de acreditación reviste menos relevancia por cuanto las situaciones de violencia de género se pueden acreditar a través de otros medios, entre ellos, cualquier resolución judicial que establezca una medida cautelar a favor de la víctima, así como informes de determinados servicios públicos.

• Informe de los servicios sociales, de los servicios especializados o de los servicios de acogida destinados a víctimas de violencia de género de la Administración Pública competente.

Para unificar criterios en esta cuestión, la Conferencia Sectorial de Igualdad celebrada el día 3 de abril de 2019 ha establecido un modelo común para la acreditación de la situación de violencia de género y la relación de los servicios que pueden emitir dicha certificación.

Cada Comunidad Autónoma ha indicado los organismos, recursos y servicios que pueden certificar las situaciones de violencia de genero. A título de ejemplo, podemos citar que, en Andalucía, se ha designado al Instituto Andaluz de la Mujer; en la Comunidad de Madrid, a la Dirección General de Igualdad de la Consejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad; y, en el caso de Extremadura, a la Dirección General del Instituto de la Mujer de Extremadura de la Consejería de Cultura e Igualdad.

• Cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos.

5.  LEGISLACIÓN

Artículos 1 y 23 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

6.  JURISPRUDENCIA

1) STS 1376/2011, Sala de lo Penal, de 23 de diciembre. Ponente: Excmo. Sr. D. Juan Ramón Berdugo Gómez de la Torre.

El grado de asimilación al matrimonio de la relación afectiva no matrimonial no ha de medirse tanto por la existencia de un proyecto de vida en común, sino por la comprobación de que comparte con aquel la naturaleza de afectividad.


«El grado de asimilación al matrimonio de la relación afectiva no matrimonial no ha de medirse tanto por la existencia de un proyecto de vida en común, con todas las manifestaciones que caben esperar en éste, como precisamente por la comprobación de que comparte con aquél la naturaleza de la afectividad en lo que la redacción legal pone el acento, la propia de una relación personal e íntima que traspase con nitidez los límites de una simple relación de amistad, por intensa que sea ésta.

Los preceptos mencionados no tienen como finalidad dispensar una especial protección a la institución matrimonial, sino justamente sancionar la aparición en la relación sentimental que es inherente a aquélla, pero que comparte con otras uniones afectivas a las que se extiende la protección, de situaciones de violencia, maltrato o dominación.

Las relaciones de pareja constituyen, como refiere la Exposición de Motivos de la LO 1/2004, uno de los tres ámbitos básicos de relación de la persona con las que suele producirse la aparición de la violencia de género. En efecto, una de las razones por las que, precisamente se extendió el círculo de los sujetos pasivos que podrían quedar afectados por los hechos previstos en los arts. 153, 171-4 y 173.2 CP, no fue otra que la de extender la especial protección del tipo a aquellas relaciones que, conforme a la legislación anterior, estaban excluidas por no concurrir el requisito de la convivencia y estabilidad en la redacción de análoga afectividad a la del matrimonio.

Con ello tienen cabida no sólo las relaciones de estricto noviazgo (término no empleado en el precepto penal que examinaremos) esto es, aquellas que, conforme a un estricto método gramatical, denotan una situación transitoria en cuanto proyectada a un futuro de vid. en común, sea matrimonial, sea mediante una unión de hecho más o menos estable y con convivencia, sino también aquellas otras relaciones sentimentales basadas en una afectividad de carácter amoroso y sexual (y aquí radica la relación de analogía con el matrimonio/que, por no quedar limitadas a una mera relación esporádica y coyuntural, suponen la existencia de un vínculo afectivo de carácter íntimo entre las componentes de la pareja, cualquiera que sea la denominación precisa con la que quiere designarse».



2) STS 1068/2009, Sala de lo Penal, de 4 de noviembre. Ponente: Excmo. Sr. D. Diego Antonio Ramos Gancedo.

Un hombre no puede ser sujeto pasivo de un delito de violencia de género.


«No obstante tal calificación, la sentencia aplica el tipo delictivo del art. 171.4º (por error, sin duda, se cita el 171.5) aduciendo por todo soporte argumental que entre amenazante y amenazado existía una relación de "pareja conviviente, siendo en aquel momento compañeros sentimentales".

Ocurre, sin embargo, que el tipo penal aplicado establece con meridiana claridad que el sujeto pasivo de la leve amenaza es la persona que sea o haya sido la esposa o mujer que esté o haya estado ligado al autor por una relación análoga de afectividad. No prevé la norma que la víctima pueda ser un individuo del sexo masculino.

En nuestro caso, la relación de pareja sentimental se establece entre dos hombres, lo que escapa a la descripción típica, sin que le esté permitido a esta Sala hacer una interpretación extensiva de la norma, en perjuicio del reo, máxime teniendo en cuenta que las diversas cuestiones de inconstitucionalidad planteadas sobre el art. 171.4 CP, en la redacción dada al mismo por el art. 38 de la LO 1/2004, de 28 de noviembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, por vulnerar los arts. 9.3 y 10, 14, 24.2 y 25 C.E. (en una de las cuales se aducía precisamente como ejemplo de discriminación por omisión, el que la Ley no contemple los actos de violencia cometidos en una pareja estable homosexual, con lo que, en todo caso estarían excluidos de los arts. 153.1 y 171.4º CP los supuestos de parejas homosexuales masculinas), han sido todas ellas desestimadas por distintas resoluciones del Alto Tribunal y, en concreto, por las dictadas por los Plenos de éste en SSTC de 24 de julio de 2.008 y de 19 de febrero de 2.009, en la que se recalca —entre otras consideraciones— que el art. 171.4 no vulnera ninguno de los valores constitucionales que se protegen en los preceptos invocados por los proponentes, ya mencionados, señalando que el artículo del Código Penal cuestionado, que establece paladinamente como autor del hecho punible a un hombre y como víctima a una mujer se sustenta, en primer lugar, en las finalidades de la diferenciación, que, conviene recordarlo, son la protección de la libertad y de la seguridad de las mujeres, "que el legislador entiende como insuficientemente protegid[a]s en el ámbito de las relaciones de pareja", y "la lucha contra la desigualdad de la mujer en dicho ámbito" (STC 59/2008, F.8)».



3) STS 59/2013, Sala de lo Penal, 1 de febrero. Ponente: Excmo. Sr. D. Julián Artemio Sánchez Melgar.

Dentro de la violencia de género tienen cabida las relaciones de noviazgo y las relaciones sentimentales basadas en una afectividad de carácter amoroso y sexual.


«La jurisprudencia de esta Sala ha declarado que por relación de afectividad, debe estimarse: a) Existencia de una relación matrimonial o asimilada a la matrimonial, y b) Que el delito cometido tenga relación directa o indirecta con el marco o vínculo de relaciones o comunidad de vida de ambas personas —STS 216/2007—, por lo que el plus de punición se justifica por el plus de culpabilidad que supone que el autor desprecie con su acción la comunidad de convivencia que tiene con la víctima.

Esta circunstancia de parentesco, tiene su proyección más típica en los arts. 153, 171-4 º y 173 CP en relación a la violencia de género.

Hay que recordar que la jurisprudencia de esta Sala en relación a los artículos más arriba citados de la violencia contra la mujer, estima que la eliminación de la nota de convivencia, ha dado entrada dentro de la violencia contra la mujer, no solo las relaciones de estricto noviazgo, sino aquellas otras relaciones sentimentales basadas en una afectividad de carácter amoroso y sexual como se recoge en la STS 1376/2011, de 23 de diciembre, aunque no falten otras que exigen un mínimo de consistencia y de vocación de futuro —STS 1348/2011, de 14 de diciembre—. De manera que una relación sentimental estable de unos tres años de duración, cumple sobradamente los requisitos expuestos».



4) SAP Madrid 1329/2008, Sección 27ª, 10 de noviembre. Ponente: Ilma. Sra. D.ª Pilar Rasillo López.

Dentro del concepto de violencia de género se pueden incluir las relaciones extramatrimoniales.


«Pues bien, en la presente causa, negada por el acusado la relación sentimental con la denunciante, ha quedado probado que entre víctima y agresor existía una relación de pareja, tal como se analiza en la sentencia de instancia, que excedía de la simple amistad, tratándose de novios, desde hacía dos años, siendo considerados como tales por todas sus amistades y su entorno, teniendo el acusado llaves de la casa de D.ª Mercedes a la que entraba y salía tal como manifiesta la vecina de D.ª Mercedes, conociéndose sus familias y habiendo propuesto matrimonio al acusado a D.ª Mercedes según han manifestado tanto el testigo D. Bernardo (amigo de D.ª Mercedes a quien así se lo dijo el acusado) y D.ª Marta (vecina de D.ª Mercedes).

La denunciante D.ª Estela ha declarado que mantiene una relación sentimental con el recurrente desde hace aproximadamente un mes y medio, que no residen en el mismo domicilio si bien esporádicamente el recurrente permanece en el domicilio de la denunciante, resultando que posee las llaves del mismo (la denunciante se las pidió cuando llegó a su casa en estado ebrio).

De todo ello ha de concluirse, como hace correctamente la Juzgadora de instancia que estamos ante una relación sentimental entre el agresor y su víctima, estable y ciertamente duradera, acudiendo el acusado al domicilio de la denunciante a su conveniencia, habiéndola propuesto matrimonio, siendo considerados socialmente como pareja, lo que va mucho más allá de una simple amistad, es tenido como pareja, lo que supone un vínculo íntimo acreditativo de ese plus reconocido y tutelado en el art. 153 C.P. objeto de aplicación, estándose en definitiva ante una de las relaciones en él tipificadas».










Capítulo IV Juzgados de violencia sobre la mujer


 1.  INTRODUCCIÓN

Una de las principales novedades de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, fue la creación de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer.

Se trata de unos órganos judiciales especializados dentro de la Jurisdicción Penal que, en determinados supuestos, extienden su conocimiento a algunos procesos civiles en materia de Derecho de Familia.

El objetivo de este Capítulo consiste en analizar estos órganos judiciales y, a tal efecto, nos detendremos en los siguientes aspectos:


	
—  Características.

	
—  Organización.



2.  CARACTERÍSTICAS

Los Juzgados de Violencia sobre la Mujer son órganos unipersonales de la Jurisdicción Penal que tienen competencia exclusiva en la instrucción de los procesos penales por delitos de violencia de género y, en determinados supuestos, extienden su competencia a resolver algunos procesos civiles relacionados con Derecho de Familia.

Se trata, por tanto, de órganos judiciales especializados en la materia. La atribución de una competencia dual (civil y penal) responde a la idea de ofrecer un tratamiento procesal en la misma sede. De esta manera, se evitaba que la víctima tuviera que acudir a un Juzgado de Instrucción para tramitar la causa penal y, posteriormente, a un Juzgado de Familia o, en su caso, de Primera Instancia para solicitar la separación o el divorcio, así como las medida paterno-filiales tras la ruptura de la relación sentimental (custodia de los menores de edad, régimen de visitas, pensión de alimentos, etc.).

La Exposición de Motivos de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, justificaba la creación de estos Juzgados de la siguiente manera:

«En cuanto a las medidas jurídicas asumidas para garantizar un tratamiento adecuado y eficaz de la situación jurídica, familiar y social de las víctimas de violencia sobre la mujer en las relaciones intrafamiliares, se han adoptado las siguientes: conforme a la tradición jurídica española, se ha optado por una fórmula de especialización dentro del orden penal, de los Jueces de Instrucción, creando los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y excluyendo la posibilidad de creación de un orden jurisdiccional nuevo o la asunción de competencias penales por parte de los Jueces Civiles. Estos Juzgados conocerán de la instrucción, y, en su caso, del fallo de las causas penales en materia de violencia sobre la mujer, así como de aquellas causas civiles relacionadas, de forma que unas y otras en la primera instancia sean objeto de tratamiento procesal ante la misma sede. Con ello se asegura la mediación garantista del debido proceso penal en la intervención de los derechos fundamentales del presunto agresor, sin que con ello se reduzcan lo más mínimo las posibilidades legales que esta Ley dispone para la mayor, más inmediata y eficaz protección de la víctima, así como los recursos para evitar reiteraciones en la agresión o la escalada en la violencia».


El Juzgado de Violencia sobre la Mujer ejerce su jurisdicción en el partido judicial.

El partido judicial constituye una de las categorías de la división territorial del Estado a efectos judiciales junto con el municipio, la provincia y la Comunidad Autónoma (artículo 30 LOPJ).

El Juzgado tiene sede en la capital del partido judicial y extiende su jurisdicción a todo su ámbito territorial. No obstante, existe la posibilidad de que el Gobierno, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial y en su caso, con informe de la Comunidad Autónoma con competencias en materia de Justicia, podrá establecer mediante real decreto que los Juzgados de Violencia sobre la Mujer que se determinen extiendan su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.

En consecuencia, a modo de resumen, pueden sistematizarse las siguientes características:


	
—  Son órganos judiciales unipersonales.

	
—  Se integran dentro de la Jurisdicción Penal.

	
—  Su competencia se extiende al partido judicial si bien, tras la reforma de la LO 7/2015 de 21 de julio, pueden extender su jurisdicción a dos o más partidos dentro de la misma provincia.

	
—  Establecen su sede en la capital del partido judicial y toman la designación del municipio en el que se encuentren.

	
—  Tienen competencias penales relacionadas con la instrucción de los delitos de violencia de género, la adopción de órdenes de protección, el enjuiciamiento de los delitos leves y el dictado de sentencias de conformidad en los Juicios Rápidos.

	
—  Asumen competencias civiles, en determinados supuestos, para la tramitación de procesos relacionados con el Derecho de Familia (nulidad, separación, divorcio, medidas paterno-filiales, etc.).



3.  ORGANIZACIÓN

En España existen tres modelos de organización y funcionamiento de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de acuerdo con artículo 87 bis LOPJ y el artículo 15 bis de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial:

• Juzgados exclusivos.

Se trata de órganos judiciales que tienen competencia exclusiva y excluyente en las materias civiles y penales relacionados con la violencia de género (artículo 87 bis, apartado 1, LOPJ).

Estos Juzgados se han creado en aquellos partidos judiciales en los que existe mayor carga de trabajo y, por tanto, existe uno o varios Juzgados de esta clase dedicados en exclusiva a la tramitación de estos procedimientos.

Desde el año 2005, se han ido creando y constituyendo unidades judiciales de esta clase. El número de estos Juzgados varían en función de la población del partido judicial. Así, por ejemplo, en Madrid existen once Juzgados exclusivos; en Barcelona, cinco Juzgados; en Sevilla, cuatro Juzgados; y, en Almería, un solo Juzgado.

• Juzgados compatibles con otras competencias.

En aquellos partidos judiciales con menor carga de trabajo, se ha optado por atribuir de forma exclusiva el conocimiento de los asuntos relacionados con la violencia de género a un Juzgado de Instrucción (partidos judiciales con jurisdicción civil y penal separada) o un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción (partidos judiciales con jurisdicción mixta).

Esta atribución competencial es compatible con las restantes competencias propias del órgano jurisdiccional de que se trate (artículo 87 bis, apartado 3, LOPJ). Por ejemplo, si se trata de un Juzgado de Instrucción, además de la instrucción de los procesos penales por violencia de género, seguirá asumiendo la instrucción de los demás procesos penales, celebración de juicios sobre delito leve, etc.

A fin de paliar el incremento de trabajo que supone la atribución exclusiva de competencias en violencia de género, las respectivas Juntas de Jueces de cada partido judicial han acordado una exención total o parcial en el reparto de otros asuntos (por ejemplo, que no se le reparten querellas o, en su caso, en un porcentaje menor al resto de órgano judiciales).

Este modelo de organización es el que rige, por ejemplo, en el partido judicial de Majadahonda integrado por ocho Juzgados de Primera Instancia e Instrucción. En este caso, el Juzgado mixto n.o 7 tiene atribuido el conocimiento en exclusiva de los procesos en materia de violencia sobre la mujer.

• Juzgados únicos.

Si en el partido judicial solo existe un Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, éste debe asumir lógicamente la tramitación y resolución de todos los procesos en materia de violencia sobre la mujer, así como las restantes en el orden civil y penal (artículo 87 bis, apartado 4, LOPJ).

4.  LEGISLACIÓN

Artículo 87 bis de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Artículo 15 bis de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta Judicial.







Capítulo V Derechos de las mujeres víctimas de violencia de género


 1.  INTRODUCCIÓN

Las mujeres víctimas de violencia de género tienen reconocido un conjunto de derechos de diversa naturaleza cuya finalidad es, en definitiva, facilitar el fin de la relación con el agresor y recuperar su proyecto de vida.

No existe una normativa que unifique la regulación de esta materia. Por tal motivo, la elaboración de un catálogo sistemático de derechos exige acudir a numerosas disposiciones, entre ellas, la LO 1/2004, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el Estatuto de la Víctima del Delito, el Estatuto de los Trabajadores o la Ley General de la Seguridad Social.

Dentro de este catálogo de derechos podríamos distinguir dos bloques.

Un primer bloque vendría constituido por los derechos de carácter social, asistencial o laboral que se reconocen a las mujeres víctimas de violencia de género.

Un segundo bloque estaría integrado por los derechos que se reconocen a las mujeres por ser víctimas de un delito y que tienen una incidencia en las distintas fases del proceso penal (investigación, enjuiciamiento y ejecución).

Dado que el presente Manual versa sobre los aspectos procesales relacionados con la violencia de género, vamos a centrar nuestra explicación en este punto, sin perjuicio de que, en el último apartado, haremos una breve referencia a los derechos sociales, laborales y de carácter asistencial.

2.  CONCEPTO DE VÍCTIMA

Se puede definir como víctima de violencia de género a la mujer que es objeto de cualquier acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad, ejercido sobre ella por parte de quien sea o haya sido su cónyuge o de quien esté o hayan estado ligado a ella por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia (artículo 1 LO 1/2004).

Esta definición debe completarse con las disposiciones del artículo 2 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito que introduce, en el proceso penal español, la distinción entre las víctimas directas e indirectas:


	
—  La víctima directa es «toda persona física que haya sufrido un daño o perjuicio sobre su propia persona o patrimonio, en especial lesiones físicas o psíquicas, daños emocionales o perjuicios económicos directamente causados por la comisión de un delito».

	
—  La víctima indirecta surge cuando el delito ha causado directamente la muerte o desaparición del ofendido.



En este caso, se considera víctima indirecta:


	
•  A su cónyuge no separado legalmente o de hecho y a los hijos de la víctima o del cónyuge no separado legalmente o de hecho que en el momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ellos.

	
•  A la persona que hasta el momento de la muerte o desaparición hubiera estado unida a ella por una análoga relación de afectividad y a los hijos de ésta que en el momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella;

	
•  A sus progenitores y parientes en línea recta o colateral dentro del tercer grado que se encontraren bajo su guarda y a las personas sujetas a su tutela o curatela o que se encontraren bajo su acogimiento familiar.

	
•  Si no existen los parientes mencionados anteriormente, se considera víctima indirecta a los demás parientes en línea recta y a sus hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara la representación legal de la víctima.



Para entender la anterior distinción, basta poner un ejemplo. En el caso de que el esposo o pareja haya golpeado sin causa lesión (artículo 153.1 CP), la mujer agredida tendrá la consideración de víctima directa.

En cambio, si el agresor ha matado a su esposa, en tal caso se considerará víctima indirecta los hijos del matrimonio o pareja y a los progenitores de la mujer fallecida.

3.  DERECHOS PROCESALES Y EXTRAPROCESALES DE LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO

La elaboración de un catálogo sistemático de derechos procesales y extraprocesales de las víctimas de violencia de género presenta algunas dificultades dado que, hasta la fecha, vienen reconocidos en múltiples disposiciones legales.

Ciñéndonos a la LO 1/2004, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Estatuto de la Víctima, podríamos citar los siguientes derechos:

• Derecho a entender y ser entendida.

Este derecho, que se contempla en el artículo 4 EVD, rige desde la información previa a la interposición de la denuncia y durante las distintas fases de desarrollo del proceso penal.

Este derecho supone las siguientes implicaciones:


	
—  Todas las comunicaciones con las víctimas, orales o escritas, se han de hacer en un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales y, especialmente, las necesidades de las personas con discapacidad sensorial, intelectual o mental o su minoría de edad. Si la víctima fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente modificada, las comunicaciones se harán a su representante o a la persona que le asista.

	
—  Se debe facilitar a la víctima la asistencia o apoyo necesarios para que pueda hacerse entender con las autoridades o las Oficinas de Asistencia a las Víctimas, lo que incluye la interpretación en las lenguas de signos reconocidas legalmente y los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con discapacidad auditiva y sordo ciegas.

	
—  La víctima puede estar acompañada de una persona de su elección desde el primer contacto con autoridades y funcionarios.



No obstante, el Juzgado podrá denegar motivadamente el acompañamiento de esta persona cuando preste declaración en calidad de testigo-víctima y se considera que la presenta del acompañante pueda perturbar el correcto desarrollo de la diligencia de investigación (artículo 433 LECR).

• Derecho a la información.

Este derecho recogido en el artículo 5 EVD presente ofrecer a la víctima información actualizada sobre el significado de la tramitación de un proceso penal. A tal efecto, las autoridades o funcionarios que traten con la víctima deberán ofrecer información en un lenguaje sencillo y accesible, sobre los siguientes extremos:


	
—  Medidas de apoyo disponibles.

	
—  Modo de ejercicio de su derecho a denunciar y de facilitar elemento de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

	
—  Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, el procedimiento para hacerlo.

	
—  Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica.

	
—  Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, procedimiento para reclamarlas.

	
—  Servicios de interpretación y traducción disponibles.

	
—  Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer sus derechos en el caso de que resida fuera de España.

	
—  Recursos que puede interponer contras las resoluciones que considere contrarias a sus derechos.

	
—  Servicios de justicia restaurativa disponibles.

	
—  Modo de obtener, en su caso, el reembolso de los gastos judiciales.

	
—  Solicitud para que se notifiquen a la víctima determinadas resoluciones procesales, fecha, hora y lugar del juicio, así como el contenido de la acusación dirigida contra el infractor.



• Derecho a recibir información sobre la causa penal.

Este derecho se contempla en el artículo 7 EVD y su finalidad de este derecho es informar a la víctima de forma inmediata del devenir del procedimiento penal que se sustancia contra el agresor. A tal efecto, la víctima deberá manifestar una dirección de correo electrónico y, en su defecto, una dirección postal o domicilio, al que serán remitidas las comunicaciones y notificaciones.

En principio, la ley condiciona esta notificación a que la víctima haya solicitado expresamente que se le suministre dicha información. Sin embargo, en el caso de delitos de violencia de género, el artículo 7.3 del Estatuto de la Víctima del delito obliga, en todo caso, a notificar a la víctima determinadas resoluciones que afectan a las medidas cautelares que afectan a su seguridad (prisión provisional, puesta en libertad del infractor, orden de protección, etc.), salvo que la víctima haya manifestado expresamente su deseo de no recibir ninguna notificación.

La información que debe suministrarse a la víctima abarca los siguientes aspectos:


	
—  Fecha, hora y lugar del juicio.

	
—  Contenido de la acusación dirigida contra el infractor.

	
—  Resolución por la que se acuerde no iniciar el procedimiento penal.

	
—  Sentencia que ponga fin al procedimiento.

	
—  Resoluciones que acuerden la prisión o la posterior puesta en libertad del infractor, así como la posible fuga del mismo.

	
—  Resoluciones que acuerden la adopción de medidas cautelares personales o que modifiquen las ya acordadas, cuando hubieran tenido por objeto garantizar la seguridad de la víctima.

	
—  Resoluciones o decisiones de cualquier autoridad judicial o penitenciaria que afecten a sujetos condenados por delitos cometidos con violencia o intimidación y que supongan un riesgo para la seguridad de la víctima. En estos casos y a estos efectos, la Administración penitenciaria comunicará inmediatamente a la autoridad judicial la resolución adoptada para su notificación a la víctima afectada.

	
—  Resoluciones judiciales en materia penitenciaria y, concretamente las siguientes:
	
•  Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que autoriza la posible clasificación del penado en tercer grado antes de que se extinga la mitad de la condena (artículo 36.2, párrafo tercero, CP) cuando se trate de determinados delitos y, entre ellos, homicidio, lesiones, delitos contra la libertad, delitos contra libertad o indemnidad sexuales.

	
•  Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que acuerda que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran al límite de cumplimiento de condena, y no a la suma de las penas impuestas (artículo 78.3 CP) en el caso de los delitos mencionados anteriormente.

	
•  Auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria que concede al penado la libertad condicional cuando se trata de determinados delitos (los enumerados en el artículo 36.3 segundo párrafo CP o en el artículo 13.1, letra a, EVD), siempre que se hubiera impuesto una pena de más de cinco años de prisión.







• Derecho a la traducción e interpretación.

Este derecho se contempla en el artículo 9 EVD). Toda víctima que no hable o no entienda el castellano o la lengua oficial que se utilice en una determinada actuación procesal tiene derecho:


	
—  A ser asistida gratuitamente por un intérprete que hable una lengua que comprenda cuando se le reciba declaración en la fase de investigación por el Juez, el Fiscal o funcionarios de policía, o cuando intervenga como testigo en el juicio o en cualquier otra vista oral. Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de expresión oral.

	
—  A la traducción gratuita de determinadas resoluciones procesales, entre ellas, la sentencia que ponga fin al procedimiento, autos de prisión provisional o de adopción de medidas cautelares o autos de sobreseimiento. La traducción incluirá un breve resumen del fundamento de la resolución adoptada, cuando la víctima así lo haya solicitado.

	
—  A la traducción gratuita de aquella información que resulte esencial para el ejercicio de los derechos. Las víctimas podrán presentar una solicitud motivada para que se considere esencial un documento.

	
—  A ser informada, en una lengua que comprenda, de la fecha, hora y lugar de celebración del juicio.



La asistencia de intérprete se puede prestar por medio de videoconferencia o cualquier medio de comunicación, salvo que el Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, acuerde la presencia física del intérprete para salvaguardar los derechos de la víctima.

• Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo.

Este derecho se regula en el artículo 10 EVD. Se reconoce a la víctima el derecho de acceder, de forma gratuita y confidencial, a los servicios de asistencia y apoyo facilitados por las Administración Públicas y por las Oficinas de Asistencias a las Víctimas.

Los hijos menores y los menores sujetos a tutela, guarda y custodia de las mujeres víctimas de violencia de género o de personas víctimas de violencia doméstica tendrán derecho a las medidas de asistencia y protección, es decir, los derechos básicos (artículos 4 a 10 EVD) y la protección de las víctimas (artículos 19 a 26 EVD).

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas tienen un elenco variado de funciones cuyo objetivo es prestar una asistencia integral, coordinada y especializada a las víctimas del delito y dar respuesta a sus necesidades específicas.

Dentro de sus funciones, podríamos destacar las siguientes (artículo 19 a 24 del Real Decreto 1109/2015, de 11 de diciembre):


	
—  El apoyo emocional a las víctimas y su asistencia terapéutica

	
—  Información sobre el acceso a la justicia gratuita y asistencia para su solicitud.

	
—  Evaluación de un plan de apoyo psicológico para las víctimas vulnerables y en los casos en los que se aplica una orden de protección.

	
—  Información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito de que pueda haber sido objeto.

	
—  Acompañamiento de la víctima a lo largo del proceso.

	
—  Colaboración y coordinación con los organismos, instituciones y servicios que están implicados en la asistencia a las víctimas.

	
—  Recibir la comunicación de las resoluciones judiciales y realizar las funciones de información y asistencia que, en su caso, resulten precisas.



• Derecho a formular denuncia y a solicitar copia de ésta.

Este derecho se contempla en el artículo 6 EVD. A través de la denuncia, se ponen en conocimiento del Juzgado, Fiscalía o Policía la comisión de unos hechos que revisten caracteres de delito.

En la denuncia, la víctima deberá contener los datos de identificación del agresor, la relación que existe con él, si existen hijos, así como los hechos que motivan la denuncia y la solicitud, en su caso, de que se adopte una orden de protección.

Dado que los delitos de violencia de género son delitos públicos, cualquier ciudadano que tenga noticia de los mismos está obligado a formular denuncia, salvo que sea impúber o no goce del pleno uso de la razón (artículo 260 LECR) o se trata de determinados parientes del investigado (artículo 261 LECR).

En cuanto a la forma, la denuncia podrá formularse por escrito (deberá firmarse), de palabra (se extenderá acta), personalmente o través de mandatario con poder especial. También podría efectuarse a través de llamada telefónica al número de emergencias (112) o al número especializado en atención de víctimas de violencia de género (016).

La víctima tiene derecho a obtener una copia de la denuncia y a la asistencia lingüística gratuita y a la traducción escrita de la misma, cuando no entienda o no hable ninguna de las lenguas que tengan carácter oficial en el lugar en el que se presenta la denuncia.

• Derecho a la protección de la víctima durante la investigación penal.

Este derecho se reconoce en el artículo 21 EVD) y pretende evitar la «victimización secundaria» derivada del contacto con la Administración de Justicia. Para salvaguardar este derecho, la ley establece una serie de medidas:


	
—  Deberá recibirse declaración a las víctimas, cuando resulte necesario, sin dilaciones injustificadas.

	
—  Deberá recibirse declaración a las víctimas el menor número de veces posibles y únicamente cuando resulte estrictamente necesario para los fines de investigación penal.

	
—  Las víctimas tienen derecho a estar acompañadas por una persona de su elección durante la práctica de aquellas diligencias en las que deba intervenir, salvo que motivadamente se resuelva lo contrario por el funcionario o autoridad encargado de la práctica de la diligencia para garantizar el correcto desarrollo de la misma.

	
—  Los reconocimientos médicos de las víctimas solamente se lleven a cabo cuando resulten imprescindibles para los fines del proceso penal, y se reduzca al mínimo el número de los mismos.



• Derecho a la protección de la intimidad de la víctima.

Este derecho se contempla en el artículo 22 EVD e implica la obligación de todas las Autoridades y funcionarios que intervengan en el proceso de respetar la intimidad de las víctimas. En el caso de víctimas menores de edad o de víctimas con discapacidad necesitadas de especial protección, debe adoptarse las adoptarse las medidas necesarias para impedir la difusión de cualquier tipo de información que pueda facilitar su identificación.

Para garantizar este derecho en la fase de juicio oral, el Juzgado o Tribunal puede adoptar una serie de medidas y, entre ellas, las siguientes (artículo 681 y 682 LECR):


	
—  Acordar que las sesiones del juicio se celebren a puerta cerrada.

	
—  Prohibir la divulgación o publicación de información relativa a la identidad de la víctima, de datos que puedan facilitar su identificación de forma directa o indirecta, o de aquellas circunstancias personales que hubieran sido valoradas para resolver sobre sus necesidades de protección.

	
—  Prohibir la obtención, divulgación o publicación de imágenes de la víctima o de sus familiares.

	
—  Restringir la presencia de los medios de comunicación audiovisuales en las sesiones del juicio.



• Derecho a ejercer la acción penal o civil.

Este derecho se contempla en los artículos 11, letra a, EVD y artículos 109, 109 bis y 110 LECR.

La víctima puede ejercitar la acción penal a través de su personación como acusación particular. De esta manera, podrá formular escrito de calificación provisional (artículo 650 LECR) o escrito de acusación (artículo 781 LECR) y solicitar que se condena al agresor a la pena que corresponda según el delito cometido.

En el aspecto civil, la víctima puede interesar la restitución, la reparación del daño o la indemnización de daños y perjuicios (artículo 110 CP). En el acto de recibirse declaración a la víctima y efectuarse el ofrecimiento de acciones, se le preguntará si reclama la responsabilidad civil derivada del delito (artículo 109 LECR) o si, por el contrario, renuncia a la misma o se reserva las acciones para ejercitarlas en la vía civil (artículo 111 LECR).

En los delitos de violencia de género, la responsabilidad civil suele concretarse en el importe de la indemnización por los perjuicios físicos y psicológicos causados a la víctima. Así, por ejemplo, en un delito de malos tratos en el ámbito familiar (artículo 153.1 CP) al agresor, en caso de resultar condenado, deberá indemnizar los días que la mujer ha necesitado para la curación de las lesiones y, en su caso, las secuelas que le haya causado.

No existe un baremo que determine el importe de estas indemnizaciones. En la práctica forense, se toma como referencia el baremo que cuantifica los daños personales derivados de accidentes de circulación aprobado por la Ley 35/2015, de 22 de septiembre. Sin embargo, la jurisprudencia ha reconocido que el importe de estas indemnizaciones debe incrementarse dado que, en este caso, nos encontramos ante hechos dolosos que tienen un mayor desvalor penal que los causados de forma imprudente.

• Derecho a personarse en las actuaciones y tomar conocimiento de lo actuado.

Este derecho se contempla en los artículos 302, 771 y 776 LECR.

Las víctimas de violencia de género pueden personarse como acusación particular en cualquier momento del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado (artículo 20.7 LO 1/2004).

Hasta que se proceda a la designación de Procurador, el Abogado nombrado para la asistencia de la víctima ostenta también su representación en tanto que se produzca la personación como acusación (artículo 20.6 LO 1/2004).

Una vez personada en las actuaciones, podrá tomar conocimiento de lo actuado, salvo que el Juzgado haya decretado, total o parcialmente, el secreto de actuaciones cuando resulte necesario para: 1) evitar un riesgo grave para la vida, libertad o integridad física de otra persona; o 2) prevenir una situación que pueda comprometer de forma grave el resultado de la investigación o del proceso.

En todo caso, el secreto de sumario deberá alzarse necesariamente con al menos diez días de antelación a la conclusión del sumario (artículo 302 LECR).

• Derecho a la asistencia jurídica gratuita.

Este derecho se reconoce en el artículo 20 LO 1/2004 y artículo 2, letra g, de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.

Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la defensa y representación gratuitas por abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o indirecta en la violencia padecida.

Se garantiza, por tanto, una defensa jurídica gratuita y especializada de forma inmediata a todas las víctimas de violencia de género que lo soliciten

Este derecho se reconoce con independencia de la existencia de recursos para litigar. Por tanto, no se aplican los umbrales de renta establecidos en el artículo 3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita.

La mujer adquiere la condición de víctima —a efectos de que se conceda el beneficio de justicia gratuita— cuando se formula denuncia o querella o se inicia un proceso penal por hechos que revisten los caracteres de violencia de género.

El beneficio de justifica gratuita se pierde tras la firmeza de la sentencia absolutoria, o del sobreseimiento definitivo o provisional por no resultar acreditados los hechos delictivos. En cualquier caso, la mujer víctima no tendrá la obligación de abonar el coste de las prestaciones disfrutadas gratuitamente hasta ese momento.

El contenido del derecho a la asistencia jurídica gratuita se concreta en los siguientes extremos:


	
—  Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso y, especialmente, antes de interponer denuncia.

	
—  Defensa y representación gratuitas por medio de abogado y procurador en todos los procesos judiciales y administrativos relacionados con la violencia ejercida.

	
—  Inserción gratuita de anuncios o edictos, en el curso del proceso, que preceptivamente deban publicarse en periódicos oficiales.

	
—  Exención del pago de tasas y depósitos judiciales necesarios para interponer recursos.

	
—  Asistencia pericial gratuita en el proceso a cargo del personal técnico adscrito a los órganos jurisdiccionales, o, en su defecto, a cargo de funcionarios, organismos o servicios técnicos dependientes de las Administraciones públicas.

	
—  Obtención gratuita o reducción del 80% de los derechos arancelarios de los documentos notariales cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.

	
—  Reducción del 80 por 100 de los derechos arancelarios que correspondan por la obtención de notas, certificaciones, anotaciones, asientos e inscripciones en los Registros de la Propiedad y Mercantil, cuando tengan relación directa con el proceso y sean requeridos por el órgano judicial en el curso del mismo, o sirvan para la fundamentación de la pretensión del beneficiario de la justicia gratuita.



• Derecho a la obtención de ayudas por ser víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.

Estas ayudas públicas se regulan en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual. Esta normativa ha sido objeto de desarrollo a través del Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo.

Las ayudas se tramitan y resuelven por el Ministerio de Economía y Hacienda (artículo 8.1 Ley 35/1995).

Pueden solicitar estas ayudas públicas las víctimas directas e indirectas de los delitos dolosos y violentos, cometidos en España, en cualquier de los siguientes supuestos (artículo 1.1 Ley 35/1995):


	
—  Delitos con resultado de muerte.

	
—  Delitos con resultado de daños graves en la salud física o mental.

	
—  Delitos contra la libertad sexual, aunque se perpetren sin violencia.



Con carácter general, pueden acceder a estas ayudas quienes, en el momento de cometerse el delito, sean españoles o nacionales de algún otro Estado miembro de la Unión Europea o quienes, no siéndolo, residan habitualmente en España o sean nacionales de otro Estado que reconozca ayudas análogas a los españoles en su territorio.

Cuando se trate de víctimas de violencia de género, podrán acceder a las ayudas las mujeres nacionales de cualquier otro Estado que se hallen en España, cualquiera que sea su situación administrativa.

El plazo para solicitar estas ayudas será de 3 años contado desde la fecha en que se produjo el hecho delictivo cuando se trata de un delito de violencia de género (artículo 7.4 Ley 35/1995). En los restantes casos, el plazo es de 1 año (artículo 7.1 Ley 35/1995). No obstante, dicho plazo queda en suspenso con el inicio del proceso penal y volverá a correr una vez recaiga resolución judicial firme que ponga fin provisional o definitivamente al proceso y le haya sido notificada personalmente a la víctima.

El importe de las ayudas no puede superar en ningún caso la indemnización fijada en la sentencia. En cuanto a su fórmula de cálculo, se establecen distintos sistemas en función del delito sufrido por la víctima (artículo 6.1 Ley 35/1995). En el caso de víctimas de violencia de género, el importe de las ayudas se incrementará en un 25%. En el caso de muerte de la mujer por un acto de violencia de género, dicho incremento se aplicará a la indemnización que corresponda a los beneficios hijos menores de edad o mayores incapacitados (artículo 6.2 Ley 35/1995).

Pueden concederse ayudas provisionales con anterioridad a que recaiga resolución judicial firme que ponga fin al proceso penal, siempre que quede acreditada la precaria situación económica en que hubiese quedado la víctima o sus beneficiarios. Cuando la víctima del delito tenga la consideración de víctima de violencia de género, podrán concederse las ayudas provisionales cualquiera que sea la situación económica de la víctima o de sus beneficiarios (artículo 10.1 Ley 35/1995).

Finalmente, se establece una acción de subrogación del Estado hasta el total importe de la ayuda provisional o definitiva satisfecha a la víctima o beneficiarios en los derechos que asistan a los mismos contra el obligado civilmente por el hecho delictivo (artículo 13 Ley 35/1995).

4.  REFERENCIA A LOS DERECHOS SOCIALES, LABORALES Y ASISTENCIALES DE LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO

Una vez analizados los derechos de las mujeres víctimas de violencia de género que tienen incidencia en el proceso penal, haremos una breve referencia a los derechos sociales, laborales y asistenciales.

Dentro de este apartado, vamos a centrar nuestro estudio en los siguientes derechos:

• Derecho a la asistencia social integrada.

Este derecho se contempla en el artículo 19 LO 1/2004). Se reconoce a las víctimas el derecho a contar con unos servicios sociales de atención multidisciplinar que se impliquen, entre otros factores, en la información a las víctimas, atención psicológica, apoyo social, seguimiento de las reclamaciones efectuadas, apoyo educativo a la unidad familiar y a la formación e inserción laboral.

Estos servicios también prestarán asistencia social integral a los menores que se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida.

• Derechos laborales.

En el Estatuto de los Trabajadores, se reconocen los siguientes derechos:


	
—  Derecho a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que se utilicen en la empresa, para que la mujer haga efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral (artículo 37.8 ET).

	
—  Derecho a la movilidad geográfica. Las mujeres que se vean obligadas a abandonar su puesto de trabajo en la localidad donde venían prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho preferente a ocupar otro puesto de trabajo, del mismo grupo profesional o categoría equivalente, que la empresa tenga vacante en cualquier otro de sus centros de trabajo. La empresa le reservará el puesto de trabajo durante los primeros 6 meses (artículo 40.4 ET)

	
—  Derecho a la suspensión del contrato de trabajo por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de género, con reserva del puesto de trabajo (artículos 45.1, letra n, y artículo 48.8 ET).

	
—  Derecho a la extinción del contrato de trabajo por decisión de la trabajadora que se vea obligada a abandonar definitivamente su puesto de trabajo como consecuencia de ser víctima de violencia de género (artículo 49.1, letra m, ET).

	
—  Nulidad de la decisión extintiva del contrato en el supuesto de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral en los términos y condiciones reconocidos en el Estatuto de los Trabajadores (artículo 53.4, letra c, ET).

	
—  Nulidad del despido disciplinario en el supuesto de las trabajadoras víctimas de violencia de género por el ejercicio de los derechos de reducción o reordenación de su tiempo de trabajo, de movilidad geográfica, de cambio de centro de trabajo o de suspensión de la relación laboral en los términos y condiciones reconocidos en el Estatuto de los Trabajadores (artículo 55.5, letra b, ET).



• Derechos en materia de Seguridad Social.

Entre otros, podemos citar los siguientes derechos reconocidos en la Ley General de la Seguridad Social:


	
—  El período de suspensión del contrato de trabajo con reserva del puesto de trabajo previsto para las trabajadoras por cuenta ajena, tendrá la consideración de período de cotización efectiva a efectos de las correspondientes prestaciones de la Seguridad Social por jubilación, incapacidad permanente, muerte y supervivencia, maternidad, desempleo y cuidado de menores afectados por cáncer u otra enfermedad grave (artículo 165.5 LGSS).

	
—  Suspensión de la obligación de cotizar a la Seguridad Social durante un período de seis meses para las trabajadoras por cuenta propia o autónomas que cesen en su actividad para hacer efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral (artículo 329.1, letra b, LGSS).

	
—  Se considera en situación legal de desempleo, a los efectos de devengar dicha prestación, la suspensión de la relación laboral o la resolución voluntaria por parte de la trabajadora al verse obligada a abandonar, temporal o definitivamente, su puesto de trabajo como consecuencia de la violencia de género (artículo 267 LGSS).

	
—  Derecho a la pensión de viudedad en los supuestos de separación, divorcio o nulidad matrimonial de las mujeres víctimas de violencia de género que, aunque no sean acreedoras de la pensión compensatoria, acrediten los requisitos exigidos (artículo 220.1 LGSS).

	
—  Incremento de la pensión de orfandad de los huérfanos, en los términos de los supuestos de orfandad absoluta, cuando el condenado por sentencia firme por la comisión de un delito doloso de homicidio en cualquiera de sus formas no pudiese adquirir la condición de beneficiario de la pensión de viudedad, o la hubiese perdido (artículo 233.3 LGSS).



• Ayuda social.

Se regula en la Real Decreto 1452/2005, de 2 de diciembre, por el que se regula la ayuda económica establecida en el artículo 27 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violencia de género.

Se trata de una ayuda económica dirigida a las mujeres víctimas de violencia de género que reúnan los siguientes requisitos:


	
—  Carecer de rentas que, en cómputo mensual, superen el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional vigente excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias.

	
—  Tener especiales dificultades para obtener un empleo, dada su edad, falta de preparación general o especializada o sus circunstancias sociales, lo que se acredita mediante el informe emitido por el Servicio Público de Empleo correspondiente.



Esta ayuda económica se abona en un único pago, y su importe, calculado en función de un número de mensualidades del subsidio por desempleo correspondiente, depende de si la mujer tiene o no familiares a su cargo, y de si la propia mujer y/o los familiares a su cargo tienen reconocido un grado de discapacidad.

Esta ayuda económica es incompatible con la renta activa de inserción —que explicamos a continuación— siempre que esa ayuda se estuviera percibiendo en el momento de la solicitud de admisión en el programa.

• Renta activa de inserción.

Se regula en el Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo.

Es una ayuda económica que se reconoce a las personas desempleadas incluidas en el llamado «programa de renta activa de inserción», a través del cual se llevan a cabo actuaciones encaminadas a incrementar las oportunidades de inserción en el mercado de trabajo.

Para ser incluida en el programa de renta activa de inserción y ser beneficiaria de esta ayuda económica, la mujer víctima de violencia de género deberá cumplir los siguientes requisitos:


	
—  Acreditar su condición de víctima de violencia de género.

	
—  Estar inscrita como demandante de empleo, si bien no se le exige llevar 12 meses inscrita ininterrumpidamente como demandante de empleo.

	
—  No convivir con su agresor.

	
—  Ser menor de 65 años, si bien no se le exige tener 45 o más años de edad.

	
—  Carecer de rentas propias, de cualquier naturaleza, superiores en cómputo mensual al 75% del salario mínimo interprofesional vigente, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias.

	
—  Puede ser beneficiaria de un nuevo programa de renta activa de inserción, aunque hubiera sido beneficiaria de otro programa dentro de los 365 días anteriores a la fecha de la solicitud.



La cuantía de la renta activa de inserción es del 80% del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) mensual vigente en cada momento.

5.  LEGISLACIÓN

Artículos 17 a 28 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género.

Artículos 109, 109 bis, 110, 111, 301 y 302 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Artículos 4 a 26 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito.

Artículos 2 y 6 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita.
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